El siguiente es el documento presentado por el Magistrado. 

El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto  -9 de marzo de 2018

Proceso: 


Sucesión 
Radicación Nro. :
  
 66594318900120110010301
Demandante: 


MANUEL ANTONIO MOSQUERA OSPINA y OTRO
Demandado:

OLGA BEATRIZ DÍAZ ZAPATA
Magistrado Ponente: 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:                                
DILIGENCIA INVENTARIOS Y AVALÚOS / OPORTUNIDAD PARA OBJETAR DICTAMEN PERICIAL-ART. 501 CGP / TÉRMINOS PARA APORTAR PRUEBA PERICIAL / EXTEMPORÁNEA / CONFIRMA. Pero a juicio de la Sala, en procesos como el que ahora es objeto de estudio, el asunto se regula por norma distinta, concretamente por el artículo 501 que prevé lo relacionado con el trámite de los inventarios y avalúos en un proceso de sucesión…

A ese precepto dio cumplimiento el funcionario de primer grado, pues planteadas las objeciones a los inventarios y avalúos, otorgó a los interesados reconocidos en este asunto la oportunidad para solicitar pruebas, las que además decretó y les advirtió que los peritajes y demás documentos debían aportarlos con antelación no inferior a cinco días a la fecha señalada para reanudar la audiencia, término durante el cual estarían a su disposición en la secretaría.

De manera pues que sí tuvo oportunidad, la cónyuge del difunto, de controvertir los dictámenes que en tal oportunidad aportó el heredero del causante, sin que en ella hubiese solicitado uno nuevo, que es de lo que básicamente se duele, para fundamentar la nulidad que propuso.

(…)

Aunque como fecha para continuar la referida audiencia se señaló el 28 de junio de 2017, por motivos que la Sala desconoce, se reanudó el 4 de octubre siguiente. Por tanto, el término para presentar aquella prueba venció el 26 de septiembre, pues los cinco días hábiles siguientes, que corrieron el 27, 28 y 29 de septiembre, 2 y 3 de octubre (fueron festivos el 30 de septiembre, el 1º y 2 de octubre), eran los concedidos por el legislador para que los demás intervinientes en el proceso tuvieran oportunidad de conocerlos.

Ese plazo con que contaba la recurrente para presentar los peritajes no podía ser ampliado; tampoco restringido aquel con que contaban las partes para conocerlos, en razón a que de acuerdo con el artículo 117 del Código General del Proceso, los términos en él señalados para la realización de los actos procesales de las partes, son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario, y no existe alguna que en este caso permita contabilizar el que no atendió la apelante, en la forma como lo propone y así se le haya dificultado conseguir algunos documentos, lo que incluso califica como caso fortuito o fuerza mayor.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Rios

Pereira, marzo nueve (9) de dos mil dieciocho (2018)

Expediente 66594-31-89-001-2011-00103-01

Se deciden por medio de esta providencia los recursos de apelación interpuestos por la apoderada judicial de la señora Olga Beatriz Díaz Zapata frente a los autos proferidos por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, el 4 de octubre de 2017, en el proceso de sucesión del causante Julio César Mosquera Becerra.

A N T E C E D E N T E S :

1. Mediante proveído del 19 de agosto de 2011 se declaró abierto y radicado el proceso de sucesión del señor Julio César Mosquera Becerra y se reconoció como su heredero al señor Manuel Antonio Mosquera Ospina, en su calidad de padre del causante. Posteriormente se hizo lo propio respecto de la señora Olga Beatriz Díaz Zapata, en su condición de cónyuge sobreviviente del mismo difunto. 

2. El 14 de marzo de 2017 se inició la diligencia de inventarios y avalúos, acto en el que cada uno de los interesados reconocidos hizo la denuncia respectiva; además, de manera oportuna, objetaron algunas de las partidas denunciadas por el otro, revelaron su inconformidad con el avalúo dado a algunos de los bienes y solicitaron pruebas.
3. La apoderada de la cónyuge sobreviviente, entre otras, pidió se decretara un dictamen pericial a los predios rurales denominados Saigón, Aguas Claras y San Antonio, para determinar: (i) su valor comercial; (ii) el mayor precio que hayan adquirido desde cuando el causante obtuvo su dominio, hasta el día en que falleció y hasta aquella en que se formuló la objeción y (iii) el costo de los frutos producidos por dichos predios, a partir de la muerte del citado causante. 

También pidió que se tuviera en cuenta el avalúo realizado por el ingeniero Álvaro José Sánchez García a la casa de habitación ubicada en el municipio de Quinchía, en el que al terreno en que está construida se le asignó un valor de $296.800.000, y a los frutos producidos desde el fallecimiento del causante el de $130.735.134.
4. Al decretar la prueba, advirtió el juzgado a la peticionaria que los dictámenes debía incorporarlos ella misma al proceso; que la asistencia de los peritos era obligatoria a la audiencia y que los avalúos y documentos decretados como pruebas debían allegarse a la actuación con una antelación no inferior a cinco días a la fecha señalada para continuarla, lapso durante el cual, quedarían en la secretaría, a disposición de las partes. 

5. En la continuación de esa audiencia, que tuvo lugar el 4 de octubre del año pasado, el funcionario de primer nivel decidió no tener en cuenta los avalúos presentados por la cónyuge sobreviviente porque no fueron allegados con la antelación debida.  
6. Frente a esa decisión, la abogada de la citada señora interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Manifestó en resumen, que el numeral 3º del artículo 501 del Código General del Proceso no faculta al juez para dejar de tener en cuenta las pruebas que no se incorporaron en la oportunidad que consagra, “…porque de lo que se trata es de establecer la verdad procesal y no partir de supuestos y quedar con dudas, porque el juez a través del proceso debe establecer todos los hechos alegados conforme a las reglas de la sana crítica y para ello requiere de las pruebas”. Agregó que el término de cinco días se estaba cumpliendo el día de la audiencia y que por tanto han debido tenerse en cuenta; además, porque muchas de ellas, debían ser traducidas al idioma español y se encontraban en Londres, lo que refleja en cierto modo una fuerza mayor o un caso fortuito. 

7. El juez de primer grado mantuvo su decisión inicial y sobre la concesión del recurso de apelación, advirtió que lo decidiría al finalizar la audiencia.

8. En su desarrollo, la profesional que representa a la señora Díaz Zapata pidió también se declarara la nulidad de lo actuado, con fundamento en el numeral 5º del artículo 133 del Código General del Proceso. Alegó que el juzgado no corrió traslado de los peritajes y demás documentos aportados por su contraparte, en la forma como lo establece el artículo 228 del mismo código y con ello, se le privó de la oportunidad de objetarlos y por ende, de pedir pruebas, por ejemplo, otro dictamen pericial.
9. El juez de primer grado, negó la nulidad planteada. Para decidir así, en breve síntesis, consideró que el traslado que ordena el artículo 228 del Código General del Proceso es para otra clase de asuntos, pues para los procesos como el que es objeto de estudio, el traslado lo regula el numeral 3º del artículo 501 de la obra citada.

10. Como la apoderada de la cónyuge del causante no estuvo de acuerdo con esa decisión, interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Alegó que con esa determinación se le viola el derecho a la defensa porque no puede objetar el dictamen presentado por su contraparte; tampoco presentar otro que pueda debatirlo y solo tiene la oportunidad de interrogar al perito.

11. El funcionario no repuso la decisión y al término de la audiencia, que nuevamente suspendió, concedió los recursos de apelación interpuestos por la cónyuge supérstite, de cuyo estudio a continuación se ocupa este despacho.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. De acuerdo con los recursos planteados, corresponde a esta Sala establecer en primer lugar si se configuró la nulidad invocada por la apoderada de la señora Olga Beatriz Díaz Zapata. Solo de concluirse que eso no ocurrió, se analizará el otro recurso.

2. Considera la recurrente que en este caso se configuró la nulidad prevista por el numeral 5º del artículo 133 del Código General del Proceso, porque se omitió dar traslado de los dictámenes periciales y demás documentos allegados por el heredero del mismo causante, tal como lo ordena el artículo 228 de la misma obra, oportunidad en la que hubiera podido objetar los primeros y por tanto, solicitar pruebas.
Esa última disposición, ubicada en el Título Único, “Pruebas” y concretamente en el capítulo VI que regula la prueba pericial, dice en lo pertinente: “La parte contra la cual se aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones. Estas deberán realizarse dentro del término de traslado del escrito con el cual se haya aportado o, en su defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia que lo ponga en conocimiento…”.
Pero a juicio de la Sala, en procesos como el que ahora es objeto de estudio, el asunto se regula por norma distinta, concretamente por el artículo 501 que prevé lo relacionado con el trámite de los inventarios y avalúos en un proceso de sucesión y que en el inciso 3º, dice: 
“Para resolver las controversias sobre objeciones relacionadas con los inventarios y avalúos o sobre la inclusión o exclusión de bienes o deudas sociales, el juez suspenderá la audiencia y ordenará la práctica de las pruebas que las partes soliciten y las que de oficio considere, las cuales se practicarán en su continuación. En la misma decisión señalará fecha y hora para continuar la audiencia y advertirá a las partes que deben presentar las pruebas documentales y los dictámenes sobre el valor de los bienes, con antelación no inferior a cinco (5) días a la fecha señalada para reanudar la audiencia, término durante el cual se mantendrán en secretaría a disposición de las partes.
En la continuación de la audiencia se oirá a los testigos y a los peritos que hayan sido citados, y el juez resolverá de acuerdo con las pruebas aportadas y practicadas. Si no se presentan los avalúos en la oportunidad señalada en el inciso anterior, el juez promediará los valores que hubieren sido estimados por los interesados, sin que excedan el doble del avalúo catastral.”
A ese precepto dio cumplimiento el funcionario de primer grado, pues planteadas las objeciones a los inventarios y avalúos, otorgó a los interesados reconocidos en este asunto la oportunidad para solicitar pruebas, las que además decretó y les advirtió que los peritajes y demás documentos debían aportarlos con antelación no inferior a cinco días a la fecha señalada para reanudar la audiencia, término durante el cual estarían a su disposición en la secretaría.

De manera pues que sí tuvo oportunidad, la cónyuge del difunto, de controvertir los dictámenes que en tal oportunidad aportó el heredero del causante, sin que en ella hubiese solicitado uno nuevo, que es de lo que básicamente se duele, para fundamentar la nulidad que propuso.
Está claro, que no se produjo y como a la misma conclusión llegó el juzgado de primera sede, la decisión que en tal sentido adoptó, se avalará.
3. En esas condiciones, se resolverá el otro recurso de apelación que formuló la apoderada de la cónyuge del difunto, frente al auto que negó tener como pruebas los peritajes que presentó, porque a juicio del juzgado lo hizo de manera extemporánea. 

4. Como se consignara en los antecedentes de esta providencia, la diligencia de inventarios y avalúos se inició el 14 de marzo de 2017 y en la respectiva oportunidad se le advirtió a la recurrente que debía aportar la prueba pericial solicitada, con una antelación no inferior a cinco días a la fecha señalada para reanudar la audiencia y que la comparecencia de los peritos era obligatoria al acto. 

Aunque como fecha para continuar la referida audiencia se señaló el 28 de junio de 2017, por motivos que la Sala desconoce, se reanudó el 4 de octubre siguiente. Por tanto, el término para presentar aquella prueba venció el 26 de septiembre, pues los cinco días hábiles siguientes, que corrieron el 27, 28 y 29 de septiembre, 2 y 3 de octubre (fueron festivos el 30 de septiembre, el 1º y 2 de octubre), eran los concedidos por el legislador para que los demás intervinientes en el proceso tuvieran oportunidad de conocerlos.
Ese plazo con que contaba la recurrente para presentar los peritajes no podía ser ampliado; tampoco restringido aquel con que contaban las partes para conocerlos, en razón a que de acuerdo con el artículo 117 del Código General del Proceso, los términos en él señalados para la realización de los actos procesales de las partes, son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario, y no existe alguna que en este caso permita contabilizar el que no atendió la apelante, en la forma como lo propone y así se le haya dificultado conseguir algunos documentos, lo que incluso califica como caso fortuito o fuerza mayor.
Y contrario a lo que afirma, el no presentar de manera oportuna la prueba pericial para establecer el valor de los bienes relacionados en el avalúo, impide tenerla en cuenta porque la consecuencia que produce aquel hecho es la de imponer al juez, como obligación, promediar los valores que hubieren sido estimados por los interesados, de acuerdo con el inciso final del artículo 501, en otro aparte transcrito, es decir, sin fundamento en prueba como esa.
En este orden de ideas, tuvo razón el funcionario de primera sede al adoptar la decisión que se analiza.

5. En conclusión, se confirmarán los autos impugnados y se condenará a la recurrente a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor del heredero reconocido en el proceso, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijarán en la suma de $800.000.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E:

1º CONFRMAR los autos proferidos por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, el 4 de octubre de 2017, en el trámite de la objeción a la diligencia de inventarios y avalúos que se adelanta en el proceso de sucesión del causante Julio César Mosquera Becerra.

2º Costas en esta instancia a cargo de la recurrente y a favor del heredero reconocido en el proceso, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijan en la suma de $800.000. 
3º Devuélvase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 











JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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